Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 19 minutos.) 


Continuamos con la consideración del proyecto de ley que introduce modificaciones al Código 
de la Niñez y la Adolescencia relativas a la adopción. 


Hoy teníamos la intención de comenzar a ponernos de acuerdo en el articulado del proyecto 
de ley y en ese sentido votaremos lo que podamos, porque estamos en condiciones para hacerlo. 


Tenemos a disposición un comparativo que contiene aportes de distintas procedencias que 
elaboró el señor Senador Solari; y otro de la señora Senadora 


Moreira en el que se recogen propuestas de la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay. 


Si los señores Senadores no tienen objeción, comenzaríamos por considerar el artículo 1%. En 
este caso, al final, se hacía referencia al artículo 132.2, pero en realidad debería decir 132.1. Entonces, 
tenemos que introducir este cambio. 


Respecto al primer inciso del artículo 132, la doctora González había propuesto en su 
momento incluir a las instituciones de salud, hospitales, etcétera, como lugares donde se podía recibir 
una comunicación en torno a la situación de un niño o adolescente que se encontrara privado de su 
medio familiar. 


Allí existe una propuesta para incluirlo y, en ese sentido, tenemos argumentos a favor y en 
contra. No sé si la señora Senadora Moreira incluyó lo expresado por la Asociación de Padres que, si 
recuerdo bien, no estaban de acuerdo con eso. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Se refiere a la modificación del artículo 132, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si mal no recuerdo, la Asociación de Padres señaló que sería innecesario, 
porque ellos o los centros hospitalarios -por encontrarse los niños allí si están atendiéndose- son los 
que informan al Juez o al INAU y consideran que los hospitales no tienen autoridad para recibir tal 
comunicación. Obviamente que cuando un niño queda abandonado en un hospital se avisa al Juez, al 
INAU o a quien corresponda, pero el tema al que hace referencia la Asociación es que la institución 
que recibe la comunicación, después la tiene que derivar a la autoridad competente. En lo personal me 
surgió la duda, por lo tanto sugeriría dejarlo tal como está. 


SEÑOR DA ROSA.- Me parece que la redacción del literal B) es lo bastante amplia en ese sentido, 
como para dar posibilidades de actuar a quienes tuvieren noticia del menor entregado. Digo esto 
porque, concretamente el literal B) dice: *... en función del ejercicio de su cargo, empleo, profesión, 
vínculo familiar o en razón de la institución en la que participan”. Creemos que es bastante amplio y 
deja en claro que las dos autoridades a quienes se debe informar son el Juez y el INAU. Es así y 
comparto la solución que se le ha dado. 


SEÑOR SOLARI.- No tengo inconveniente en dejarlo como está. 


SEÑORA MOREIRA.- Formulé esta propuesta a solicitud de la doctora González, pero si la redacción 
es suficientemente genérica y, además, la Asociación de Padres Adoptivos del Uruguay hace cuestión 
al tema, prefiero que votemos la versión original. Incluso, el señor Senador Solari había recogido esta 
propuesta a pedido mío. 


SEÑOR SOLARI.- Hay una cuestión que tiene que ver con la redacción que sería conveniente 
corregir. El literal B), tal cual está redactado, establece dos cosas. En primer lugar, quiénes quedan 
comprendidos dentro del deber de comunicación y, en segundo término, qué es lo que tiene que hacer 
el INAU y el Juez una vez recibida la comunicación. Esto último figura a partir de lo siguiente: “Si la 
noticia fuera recibida por el Juez, éste lo comunicará de inmediato al INAU a los efectos previstos en el 
artículo 132.1. De ser recibida por el INAU, éste lo comunicará de inmediato al Juez de Familia con 
competencia de urgencia, en ambos casos a efectos de dar cumplimiento con lo dispuesto en el 
artículo 132.1”.Entonces, no sé si sería conveniente que esa parte se ponga en un inciso separado, de 
manera de que quede claro quiénes son los que están obligados a comunicar la situación y, luego, qué 
es lo que el INAU y la justicia tienen que hacer con ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podría agregarse un literal C). 


SEÑOR SOLARI.- En este caso no, porque no es algo para que quede comprendido dentro del deber 
de comunicación, sino qué reacción tienen que tener unos y otros. Los literales A) y B) se refieren a 
quiénes tienen que comunicar una situación cuando toman conocimiento de la misma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces no sería un nuevo literal. 
SEÑOR SOLAR!.- Sería un inciso dentro del literal B). 
SEÑOR DA ROSA.- El primer inciso finalizaría en “la que participan”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el literal B) del artículo 1% se divide en dos párrafos. El primero 
finaliza en “la que participan”, mientras que el segundo párrafo comenzaría en “Si la noticia fuera 
recibida”. Y al final se sustituye “artículo 132.2” por “artículo 132.1”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 2" tiene que ver con la incorporación de nuevos artículos. Entonces, con el artículo 
132.1, que refiere a las medidas provisionales, había dos cuestiones a analizar. En el literal A) se 
plantea que fuera un integrante de la familia hasta el cuarto grado de consanguinidad. Al respecto, creo 
que hay apoyo para ampliar este alcance como, por ejemplo, de la doctora González como también de 
la Asociación de Padres. Incluso, realicé algunas consultas con los señores Representantes que 
trabajaron sobre este tema. Por tanto, considero que aquí tenemos dos alternativas para considerar; no 
sé si los demás señores Senadores conocen otras. Una de ellas es que sea de segundo grado y, por 
otra parte, lo que se llama la familia extensa o extendida, que no sería la consanguínea. 


SEÑORA MOREIRA.- Apoyo la incorporación de las dos modificaciones, es decir, que “el cuarto grado 
de consanguinidad” se reemplace por “el segundo grado de consanguinidad” o se haga una referencia 
a “la familia biológica” en forma indiferenciada y que se incorpore “la familia extensa” -es lo que me 
viene de la Asociación de Padres del Uruguay- aunque en la redacción propuesta por el señor Senador 
Solari se utiliza la expresión “la familia de crianza”. 


Reitero, pues, que estoy de acuerdo con las dos modificaciones: con no ser exigentes “hasta 
el cuarto grado de consanguinidad” y con incorporar “la familia extensa” o “la familia de crianza”. No sé 
cuál es la redacción más feliz; frente a mí tengo dos: la de APAU, que es: “un integrante de la familia 
hasta el segundo grado de consanguinidad o un integrante de su familia extensa”; mientras que la del 
señor Senador Solari es: “un integrante de su familia biológica o de crianza con quienes el niño, niña o 
adolescente haya efectivamente convivido”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría escuchar al señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- La redacción tiene dos criterios complementarios: uno es el concepto de familia, y 
otro el de quienes hayan efectivamente convivido con el menor. Por un lado, el objetivo principal es dar 
certeza y, por otro, acortar los plazos. En las propias manifestaciones que hicieron los funcionarios del 
INAU y del Poder Judicial, la utilización de la expresión “hasta el cuarto grado de consanguinidad” se 
transforma en una búsqueda prácticamente interminable porque incluye a posibles primos y además 
queda acotado al lado sanguíneo de la familiaridad. 


Cuando nos visitó la Institución Nacional de Derechos Humanos, utilizó la expresión que yo 
tomé, “la familia biológica o de crianza con quienes el niño, niña o adolescente haya efectivamente 
convivido”. Por ese motivo, reitero, utilicé esa expresión. Creo que en lugar de: “cuarto grado de 
consanguinidad”, tiene más sentido hablar de aquellos que hayan tenido un interés directo en el niño, 
que hayan convivido con él, que lo conozcan, y que pueden ser familiares biológicos o de crianza 
simplemente. 


Me parece que esa redacción es ajustada, pero si hay otra que es mejor no tengo ningún 
inconveniente en aceptarla. 


SEÑORA MOREIRA.- No tengo mucha idea del significado exacto, desde el punto de vista jurídico, del 
concepto “familia de crianza” y de “familia extensa”, si una expresión es mejor o más ajustada que la 
otra, si son sinónimas, pero creo que todos estamos de acuerdo con la idea; simplemente, se trata de 
una cuestión de redacción. 


Tengo una duda con respecto a la expresión “haya efectivamente convivido”. De nuevo vuelvo 
al caso de la madrina o de la amiga de la madre. Quizás no haya habido una situación de convivencia 
efectiva pero sí una gran cercanía -pueden ser vecinos, la madrina- una gran densidad de esos lazos 
afectivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad. 


SEÑORA MOREIRA.- Por eso puede ser una “familia de crianza” o una “familia extensa”, pero sin ser 
tan exigentes en la cuestión de la convivencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me da la impresión de que la crianza nos remite a un relacionamiento, a algo 
así como a lo que se dice después: “efectivamente convivido”. 


SEÑOR SOLARI.- Coincidiendo con lo que dice la señora Senadora Moreira, creo que podríamos 
cambiar por “efectivamente convivido” y decir: “con quien el niño, niña o adolescente haya desarrollado 
vínculos significativos”. En realidad, va más al concepto de lo que queremos expresar. Después, que 
sea “de crianza” o “extensa”; en fin, como decía el doctor Ramírez cuando concurrió a esta Comisión, 
estaríamos introduciendo conceptos sociológicos en un sistema jurídico, pero es inevitable; en 
definitiva, va en la interpretación del Juez. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Cómo quedaría la redacción del literal A)? 


SEÑOR SOLARI.- Diría: “Un integrante de su familia biológica o extendida con quienes el niño, niña o 
adolescente haya efectivamente desarrollado vínculos afectivos significativos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con el señor Senador. 
(Dialogados.) 


El otro tema que hay en este nuevo artículo es lo que se ha planteado como el enroque entre 
los literales B) y C), donde me he encontrado con una diversidad de opiniones. En principio, parecía 


que todas se encauzaban para favorecer ese enroque, sin embargo no es tan así. Por un lado, algunos 
compañeros que participaron en la amplia discusión que hubo en la Cámara de Representantes me 
hicieron ver que al cambiar el orden para que la inserción provisional en una familia de acogida pasara 
al tercer lugar, no se alientan efectivamente las expectativas de adopción plena, que es el verdadero rol 
de dicha familia. Es decir que esa familia de acogida es como una entrada que señala un camino hacia 
la adopción plena. 


Por su parte, la Asociación de Padres Adoptantes del Uruguay también se opone -justamente, 
en la Cámara de Representantes aceptaron su sugerencia- y lo cierto es que en este momento tengo 
dudas. Al principio recogíamos la propuesta del INAU sin más trámite, pero reitero que ahora me 
surgen dudas. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que para establecer el orden de estos literales tenemos que guiarnos por el 
interés superior del niño. Desde ese punto de vista, no hay ninguna duda de que lo peor para el niño es 
la institucionalización en un hogar colectivo del INAU, o sea, lo que queda como cuarto párrafo. 
Tampoco hay dudas acerca de que lo mejor para el interés superior del niño es que pueda ser ubicado 
en el seno de su familia biológica, de crianza o como se llame, porque hay una continuidad. 


Ahora bien, en función del interés superior del niño creo que su inserción provisional en una 
familia que viene del registro único de adoptantes es mucho mejor que una familia de acogida, porque 
la familia proveniente del mencionado registro ha sido estudiada, analizada, está en condiciones de 
criar un niño, de adoptar, etcétera. Si el INAU hizo bien sus deberes, esa familia estará en mejores 
condiciones que una familia de acogida, que no tiene el mismo tipo de filtrado. Acá, el interés superior 
no es el de la familia, ya sea adoptante o de acogida; se trata del interés superior del niño y el hecho 
de ir a una familia proveniente del registro de adoptantes, lo que se puede transformar en una solución 
definitiva que le evite otro episodio de desapego, me parece que amerita que lo pongamos en segundo 
lugar. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto el punto de vista del señor Senador Solari. Recuerdo que este tema fue 
planteado por alguna institución que nos visitó y tengo muy claro que se han manifestado objeciones. 


Tal vez recuerden algún caso sonado en la prensa hace algún tiempo, donde se planteó una 
fuerte contradicción porque el niño había desarrollado determinados vínculos afectivos con la familia 
inicial, de acogida, circunstancial o provisoria, y después se planteaba el gran problema de cómo 
sacarlo de allí para llevarlo a una familia seleccionada por el INAUÚ. Esa inserción, en tanto provisoria, 
parecería que no tendría que generar demasiadas complicaciones, pero el problema es que después 
las realidades muchas veces superan a las normas. Entonces, terminan generándose vínculos 
afectivos que hacen tremendamente complicado separar al niño de esa familia y reinsertarlo en otra; 
incluso, como dice el señor Senador Solari, hay que tener presente que el interés superior que hay que 
custodiar es el del niño y no el de una familia de acogida ni el de una familia adoptante definitiva. En la 
medida en que se expone al niño a esa situación compleja y de contradicción, es altamente negativo 
para su desarrollo. 


En síntesis, comparto la posición del señor Senador Solari. 


SEÑORA MOREIRA.- La idea que me llega de la Asociación de Padres es la de revertir el enroque, 
como decía el señor Presidente. Se supone que tenemos tres situaciones. Primero, la de la familia - 
extensa, entre otras cosas-; luego, la de la familia de acogida que ahora tiene un plazo según lo 
estipula el artículo 132.2. Y después las situaciones por demás irregulares como la que señalaba el 
señor Senador Da Rosa, que todos hemos conocido a través de la prensa. La familia de acogida 
debería ser una familia provisoria hasta tanto el Registro Único de Aspirantes esté en condiciones de 
proporcionarle al niño una familia definitiva en la que insertarse. 


Entonces, me parece que la familia de acogida tiene el rol de efectuar ese tránsito hasta que 
haya una decisión más firme con respecto a la tenencia final de ese niño. No soy experta en estos 
temas y solo recojo lo que me subrayan la doctora González y la propia Asociación de Padres, así 


como algunas preocupaciones de los Diputados en el sentido de no alterar el orden preferencial de la 
tenencia del niño. 


Por lo expuesto, me inclinaría por mantener la familia de acogida antes de la inserción en el 
Registro Unico de Aspirantes. 


SEÑOR SOLARI.- Estuve conversando sobre este tema con el señor Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Pérez Manrique, habida cuenta de que la integrante del Tribunal de Apelaciones de 
Familia, doctora Lilián Bendahan, sugirió lisa y llanamente suprimir la posibilidad de la inserción en una 
familia de acogida y dio un argumento muy fuerte: el del apego y el desapego. Desde ese punto de 
vista, la inserción en una familia seleccionada del Registro Único de Aspirantes tiene ventajas notorias 
porque elimina una posibilidad que, tal como está redactado el proyecto de ley y como funciona hoy en 
día, no es evitable en una familia de acogida. ¿Qué quiero decir? Por definición, la familia de acogida 
va a funcionar como un régimen transitorio y, por lo tanto, va a generar una modificación posterior del 
apego. En tanto la familia seleccionada del Registro Único de Aspirantes puede o no terminar siendo la 
familia adoptante definitiva y, desde ese punto de vista, tiene un riesgo menor en el interés superior del 
niño que, insisto, es lo que acá debemos tener en cuenta. 


En la conversación con el doctor Pérez Manrique surgió claramente que el aspecto de los 
plazos no está funcionando; las autoridades del INAU dijeron que tenían dificultades para cumplir con 
los plazos del artículo 132, al tiempo que los representantes del Poder Judicial manifestaron lo mismo 
respecto a los que estábamos estableciendo que, por otra parte, ya están en vigencia desde que se 
aprobó la Ley N* 18.590. Entonces, creo que tener, por un lado, un sistema muy rígido y, por otro, un 
poder administrativo y un Poder Judicial que no pueden cumplir con esos plazos, es la peor de las 
combinaciones. 


La semana pasada tomé conocimiento del caso de una familia que en este momento tiene a 
su cargo a tres menores: uno de 16 años, otro de 14 años -ambos bajo este régimen transitorio, desde 
los 11 y 22 meses, respectivamente- y una niña de 21 meses, a la que tienen desde los 4 días. A 
cualquiera de esos tres menores se los pueden sacar a esta familia en cualquier momento. Entonces, 
con respecto a ese tipo de situaciones y teniendo en cuenta que quienes están al mando de las 
instituciones correspondientes nos dicen que esos plazos no pueden ser cumplidos tal como nosotros 
los diseñamos en forma teórica, en un papel, honestamente pienso, señor Presidente -y quisiera 
convencer de ello a los demás señores Senadores- que deberíamos dejar el orden “enrocado” para 
que la familia que proviene del Registro Único tenga prioridad sobre la familia de acogida. Me parece 
que esto respeta mejor el interés superior del niño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, he estado leyendo la versión taquigráfica de la sesión en la que 
concurrieron los representantes del INAU y constaté que, más o menos, tienen una visión similar y por 
eso quieren recuperar lo que se había planteado en un inicio, es decir, que la inserción provisional en 
una familia -que tiene que ver con el estudio a través del Registro Único de Aspirantes- estuviera en 
primer lugar. Así que, de pronto, podríamos inclinarnos por esa opción. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo mis dudas al respecto. Si los señores Senadores están de acuerdo, 
propondría que la consideración de este punto, que en principio no cuenta con el consenso de los cinco 
integrantes de la Comisión, se realice en la instancia de la votación final, a los efectos de ver si 
podemos aprobar el resto del articulado. En lo personal, me comprometería a hacer las consultas 
pertinentes lo más rápidamente posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, lo dejaríamos en suspenso, aunque aclaro que existe consenso 
respecto al literal A). 


SEÑOR SOLAR!I.- La idea sería desglosarlo solamente en función del “enroque”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, señor Senador Solari. 


Entonces, pasaríamos a considerar otro artículo nuevo propuesto, que es el 132.2, relativo a 
la duración del proceso y las responsabilidades funcionales. 


Aquí se presentan dos temas. Uno de ellos tiene que ver con los plazos y el otro -al que 
ubicamos casi al final, en el penúltimo inciso- con la redacción del proyecto de ley y la que había 
propuesto la Suprema Corte de Justicia y, a través de esta, también el señor Senador Solari. 


Propongo que empecemos a analizar, precisamente, este penúltimo inciso porque me parece 
que vamos a tener más concordancia al respecto. 


Al final de ese inciso se establece: “Si la Sede Judicial no resolviera dentro del plazo, se 
tendrá por decisión de la misma la propuesta presentada por el INAU”. Se había propuesto la 
sustitución de esa frase por cuanto siempre, al final, es un Juez quien debe resolver; no sé si el señor 
Senador Solari lo tomó de esa manera. El texto que tengo en mi poder dice así: “Si vencidas las 
setenta y dos horas no se hubiere adoptado resolución, el Juez homologará sin más trámite la 
propuesta efectuada por el INAU”. No sé si esta redacción es la que el Senador Solari integró en su 
propuesta. 


SEÑOR SOLARI.- Es muy parecida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mí simplemente me había llegado la propuesta de cambiar “homologará” por 
“deberá homologar”. 


SEÑOR SOLARI.- En realidad la redacción que propongo tiene el mismo efecto, pero creo que es más 
clara. Pienso que para darnos cuenta de esto sería bueno leer todo el inciso, que en parte también está 
relacionado -se hace mención allí- a los cuarenta y cinco o noventa días. Es decir, si se mantiene ese 
plazo o no, va a depender de que se mantenga o no esa referencia al plazo dentro del inciso. 
Suponiendo que mantuviéramos la referencia, el inciso diría: “De producirse el vencimiento de los 
plazos legales de cuarenta y cinco o noventa días, según correspondiera, sin que existiere 
pronunciamiento judicial, el INAU propondrá de inmediato la desinstitucionalización o el egreso del 
niño, niña o adolescente de la familia de acogida en que se encuentre en su caso y la integración con 
su familia biológica o extendida, o con quienes resulten seleccionados del Registro Único de 
Aspirantes. Pasadas las setenta y dos horas de recibida la propuesta, de no haberse adoptado 
resolución, el Juez homologará sin más trámite la propuesta del INAU”. Ahí terminaría el inciso. Aquí 
estaríamos haciendo algunas modificaciones en varios sentidos. El primer cambio es el de sumar 
“niña” a la expresión “niño o adolescente”, pero además se agrega a la integración con quienes 
resulten seleccionados del Registro Único de Aspirantes, también “con su familia biológica o 
extendida”. Parece lógico que si eso tuvo prioridad en el artículo 132.1, la siga teniendo al hablar de los 
plazos. Y se cambiaría la redacción de la última frase, a efectos de que quede bien claro que, 
transcurridas setenta y dos horas de recibida la propuesta, de no haberse adoptado resolución el Juez 
debe homologar sin más trámite. Eso elimina toda incertidumbre. 


SEÑOR DA ROSA.- Porque previamente el Poder Judicial debió pronunciarse y al no hacerlo, la 
situación no puede quedar sin un final. Entonces, la ley debe disponer que se le dé valor judicial a la 
propuesta del INAU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así, Senador Da Rosa. 


En lo personal, no tengo objeciones a la redacción que se propone para este inciso, tal como 
lo leyó el Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Yo he estado reflexionando mucho sobre el tema de los plazos de cuarenta y cinco 
y noventa días, puesto que la respuesta que dio el Presidente del INAU a la consulta que le 
formulamos en este sentido fue negativa. Justamente, él dijo que prefería que la ley mantuviera 
estrictamente el plazo de cuarenta y cinco días si se trataba de menores de dos años, y de noventa 
días si tenían entre dos y siete años. Ahora bien, las dificultades de funcionamiento existen realmente; 
me refiero a las dificultades de poder terminar este período de medidas de protección, las medidas 


cautelares, en esos plazos. Pero, al mismo tiempo, tampoco queremos extenderlo indefinidamente. 
Fue por eso que, en determinado momento, propuse que lo aumentáramos en un cincuenta por ciento 
por decisión fundada. Entonces, la redacción que estoy proponiendo permite esa extensión en un 
cincuenta por ciento. Quisiera destacar que no es esto lo que prefiero; en realidad, hubiese deseado 
mantener los plazos de 45 y 90 días, pero si las autoridades que tienen que hacer funcionar este 
sistema nos dicen aquí, en la Comisión, que no están en condiciones de cumplir con esos plazos tan 
estrechos, pensé que una posible solución podría ser abrir una ventana en la ley, y luego, al realizar el 
seguimiento, ser muy firmes en cuanto al cumplimiento de ese plazo original y de esa posible 
extensión. Ese es el razonamiento que realizo. 


Por lo tanto, estoy dispuesto a apoyar esta extensión de los plazos por una única vez, 
teniendo en cuenta lo que los propios jerarcas han manifestado. Ellos indicaron que, tal como estaban 
establecidos, los plazos eran incumplibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veo que el señor Senador Solari está ampliando de quince a veinte días el 
plazo para el INAU. 


SEÑORA MOREIRA.- Considero que podríamos discutir este asunto más adelante, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señora Senadora. Solamente quería verificarlo con el señor Senador 
Solari. 


SEÑORA MOREIRA.- Creo que todos estamos de acuerdo en que es necesario dejar sentada la 
excepción de ampliación del plazo. Ese es el acuerdo base. 


El señor Senador Solari propone que sea de un cincuenta por ciento, lo que los lleva a 23 y 46 
días respectivamente. 


A su vez, tengo aquí una redacción propuesta por APAU, Asociación de Padres Adoptantes del 
Uruguay. Voy a leer el texto y también la modificación propuesta. En el texto se establece: “La duración 
total del proceso de medidas provisionales establecidas en el artículo 132.1 de este Código no 
excederá los plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias”. Por su parte, la 
modificación de APAU propone establecer “se ajustará” en vez de “no excederá”; es decir, “se ajustará 
a los plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias”. Y luego agrega: “Si 
vencidos los plazos no se hubiera podido determinar cuál es la mejor medida a aplicar al caso, el Juez 
podrá determinar una prórroga de cuarenta y cinco días para tomar resolución”. Esta es la propuesta 
de APAU -pero que apunta a la misma situación- alternativa de la del señor Senador Solari. 


En vez de usar la expresión: “si vencidos los plazos no se hubiera podido determinar cuál es 
la mejor medida a aplicar al caso”, el señor Senador Solari propone: “En casos excepcionales y por 
razones fundadas en el interés superior del niño, niña o adolescente, el Juez podrá ampliar estos 
plazos, por única vez, en veintitrés y cuarenta y seis días respectivamente”. Ellos proponen 45 días, 
mientras que el señor Senador Solari propone 23 y 46 días. O sea, en vez de establecer 45 días para 
todos, es decir, para los menores de 2 años y para los que superen esa edad, el señor Senador Solari 
propone el cincuenta por ciento para los menores de 2 años. 


Creo que todos apuntamos a lo mismo, es decir, generar un plazo excepcional. Por demás 
está decir que si en vez de quince días se establecen veinte, yo también apoyaría la propuesta del 
señor Senador Solari. 


Esa fue la propuesta hecha por los representantes de la APAU. Quizá la del señor Senador 
Solari sea un poco más exigente porque para los niños menores de 2 años quedaría en 23 días. 


La otra modificación refiere al “interés superior del niño”, mientras que la de la APAU establece 
“si vencidos los plazos no se hubiera podido determinar cuál es la mejor medida a aplicar al caso”._ 


En lo personal, considero que son redacciones que expresan cosas algo diferentes. La de 
APAU refiere a una imposibilidad jurídica de determinar la solución; por su parte, la del señor Senador 
Solari establece: “en casos excepcionales y por razones fundadas en el interés superior del niño”. La 
de APAU refiere a una falla en los plazos del proceso judicial, y la del señor Senador Solari es de 
índole más filosófica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me da la impresión de que la primera de ellas, la que se relaciona con la 
imposibilidad de cumplir el plazo, nos da una certeza mayor; no hay que recurrir a otros fundamentos 
para que el plazo ampliado comience a funcionar. Me parece que se podrían complementar las dos 
propuestas, que creo que es lo que está pensando el Senador Da Rosa. 


SEÑORA MOREIRA.- El fundamento de la primera y el plazo de la segunda. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto un poco los fundamentos expresados. Me parece que el plazo -si se 
establece concretamente la cantidad de días- es algo más cierto y categórico De todos modos, a lo que 
plantea la Senadora Moreira le agregaría un aspecto importante desde el punto de vista jurídico y que 
está en la propuesta del Senador Solari y es que sea “por única vez”. Muchas veces en la práctica 
judicial, lo que es por única vez luego se reitera si no se deja establecido. Recuerdo las famosas 
suspensiones de lanzamientos por razones de fuerza mayor, que se van reiterando sucesivamente; 
por eso, me parece muy importante dejar establecido el concepto para que el Juez tenga claro que solo 
por única vez puede vulnerar el plazo establecido, de 45 días para menores de dos años y de 90 días 
para niños mayores de esa edad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente del INAU, doctor Salsamendi, había pedido que tuviéramos en 
cuenta que hay otro plazo que es el que tiene el Instituto y, por tanto, si había un cambio, debía ser 
compatible. El Senador Solari ahora plantea un máximo de 20 días para el plazo que antes era de 15 
días, es decir que lo aumenta en cinco días. 


SEÑOR SOLARI.- Si entendí bien, aceptaríamos como redacción la propuesta que expresa: “La 
duración total del proceso de medidas provisionales establecidas en el artículo 132.1 de este Código se 
ajustará a los plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias (cuarenta y cinco 
días para menores de dos años y noventa días para quienes superen dicha edad) En casos 
excepcionales y por razones fundadas en el interés superior del niño, niña o adolescente, el Juez podrá 
ampliar estos plazos, por única vez, en cuarenta y cinco días”. El plazo de 20 días para que el INAU 
haga sus informes deviene de una reflexión que hizo la delegación de ese Instituto cuando concurrió a 
la Comisión. Recuerdo que se dijo que 15 días era un plazo demasiado perentorio para alguna de las 
situaciones. Estuve analizando el tema y entendí que se podían dar 15 días como plazo natural, 
aumentándolo en equis cantidad de días cuando las situaciones son más complejas. De todos modos, 
a los efectos del trámite no cambia mayormente si se establecen 20 días para que el INAU produzca 
sus informes técnicos en esta situación de medidas cautelares. Aquí se trata solo de la protección del 
niño y lo que el Juez tiene que decidir al final es si va a mantener esas medidas o las va a modificar. 
Por eso, opté por la propuesta de un plazo máximo de 20 días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la duda de si el señor Senador Solari toma la propuesta de la señora 
Senadora Moreira en cuanto a las razones. 


SEÑOR SOLARI.- En realidad, mencioné que tomábamos las razones establecidas, pero 
adoptábamos el plazo único de extensión de 45 días, en cuyo caso se sustituiría la expresión “no 
excederá” por “se ajustará a los plazos máximos”. La redacción continuaría de la siguiente manera: “En 
casos excepcionales y por razones fundadas en el interés superior del niño, niña o adolescente, el 
Juez podrá ampliar estos plazos, por única vez, en 45 días”. 


SEÑORA MOREIRA.- La redacción de APAU establecía: “Si vencidos los plazos no se hubiera podido 
determinar cuál es la mejor medida a aplicar al caso, el Juez podrá determinar”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Prefiero que dejemos esa última redacción y decir: “si vencidos los plazos” 
porque nos da una certeza, donde ni el Juez ni ningún equipo técnico tiene que comenzar a poner en la 


balanza, digamos, los derechos del niño. Me parece que es mejor ajustarnos a si los plazos no se 
cumplieron; solamente en esa situación es que se ampliaría. 


SEÑOR SOLARI.- Entonces, lo más adecuado en términos de redacción podría ser: “Si vencido el 
plazo”, porque para cada niño es un plazo, “y no se hubiere podido determinar cuál es la mejor medida 
a aplicar, el Juez podrá ampliar el mismo, por única vez, hasta en 45 días”. Esa sería la redacción. 


Sólo habría que agregar la expresión “por única vez”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, los 45 días se agregan para cualquiera de las dos situaciones. 
SEÑOR SOLARI.- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR DA ROSA.- Como dice: “Si vencido dicho plazo”, me parece importante establecer -sin 
pretender una excesiva regulación en el tema- que en este caso el Juez “de inmediato” podrá ampliar, 
porque al decir que los plazos están vencidos, habilitamos a que el Juez tome eventualmente la 
resolución de extenderlos. Pero, ¿cuándo toma esa decisión el Juez? Pueden pasar 10 ó 15 días. No 
digo que vaya a suceder eso, pero puede plantearse la hipótesis que en un Juzgado con mucho 
trabajo, en vez de tomarse resolución para que la continuidad de esos 45 días sea inmediata a los 
plazos que se vencieron, ello no suceda debido a que no se previó que la resolución debía tomarse en 
los últimos días antes del vencimiento del plazo de 45 días o 90 días, o en forma inmediata. Creo que 
la expresión “el Juez de inmediato” complementa el propósito de que los plazos se cumplan de la forma 
más estricta posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es acertada la propuesta del señor Senador Da Rosa. Consulto al 
señor Senador Solari si está de acuerdo en agregarla. 


SEÑOR SOLARI.- Sin duda, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, ¿cómo quedaría la redacción? 


SEÑOR SOLARI.- La redacción podría ser la siguiente: “Si vencido el plazo y no se hubiera podido 
determinar cuál es la mejor medida a aplicar, el Juez podrá, de inmediato y por única vez, ampliar el 
mismo en hasta cuarenta y cinco días”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el primer inciso del artículo 132.2 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 132.2 (Duración del proceso, responsabilidades funcionales).- La duración total del 
proceso de medidas provisionales establecidos en el artículo 132.1 de este Código se ajustará a los 
plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias (cuarenta y cinco días para 
menores de dos años y noventa días para quienes superen dicha edad). Si vencido el plazo no se 
hubiere podido determinar cuál es la mejor medida a adoptar, el Juez podrá, de inmediato y por única 
vez, ampliar el mismo por hasta cuarenta y cinco días”. 


-Si hay acuerdo sobre este primer inciso, pasaríamos a considerar el segundo inciso que tiene 
un único cambio referido al plazo máximo, que pasa a ser de 20 días. 


Si todos los Senadores están de acuerdo, corresponde ahora considerar el penúltimo inciso, 
donde habíamos llegado a un acuerdo sobre la última frase. 


SEÑOR DA ROSA.- Efectivamente, habíamos llegado al acuerdo de que, ante el vencimiento del 
plazo sin pronunciamiento de la Sede Judicial, se optará por la propuesta presentada por el INAU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este inciso debería establecer los plazos legales y además tener en cuenta 
los cambios realizados en los literales del artículo 132.1, porque la inserción en una familia 
seleccionada del Registro Único de Aspirantes figura antes que la inserción provisional en una familia 
de acogida. 


SEÑOR DA ROSA.- Introdujimos algunas modificaciones en el inciso primero, porque no se prevé que 
el Juez pueda disponer de una extensión del plazo. El penúltimo inciso dice: “De producirse el 
vencimiento de los plazos legales de cuarenta y cinco o noventa días”, y para no estar realizando una 
redacción complementaria soy partidario de que diga: “De producirse el vencimiento de los plazos 
legales”, porque ya sabemos cuáles son, porque están definidos en el inciso primero. 


SEÑORA MOREIRA.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción quedaría de la siguiente manera: “De producirse el vencimiento 
de los plazos legales, sin que existiere pronunciamiento judicial, el INAU propondrá de inmediato la 
desinstitucionalización o el egreso del niño, niña o adolescente de la familia de acogida en que se 
encuentre en su caso y la integración con su familia biológica o de crianza o con quienes resulten 
seleccionados del Registro Único de Aspirantes.” 


SEÑORA MOREIRA.- APAU propone que en la segunda parte de la frase -con la primera ya estamos 
de acuerdo- se diga: “Si el INAU entendiera que lo que corresponde es la inmediata 
desinstitucionalización o el egreso del niño, niña o adolescente de la familia de acogida en que se 
encuentre en su caso y la integración con quien o quienes resulten seleccionados del Registro Único 
de Aspirantes, hará dicha propuesta”. Hay una pequeña modificación, donde dice: “el INAU propondrá 
de inmediato”, debería decir: “Si el INAU entendiera que lo que corresponde es la inmediata 
desinstitucionalización o el egreso del niño, niña o adolescente de la familia de acogida en que se 
encuentre en su caso y la integración con quien o quienes resulten seleccionados de Registro Único de 
Aspirantes, hará dicha propuesta”. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que aquí tenemos un problema: la redacción de ese inciso reitera el orden 
establecido en el artículo 132.1. Digo esto en función de que hablamos de la posibilidad de modificar el 
orden de las medidas provisionales que puede adoptar el Juez y que en vez de determinar la inserción 
del niño en una familia de acogida se haga en una familia seleccionada por el Registro Único de 
Aspirantes del INAU. Asimismo, dijimos que este tema no lo íbamos a resolver, sino que quedaría para 
el final porque hay dudas y queremos hacer consultas. 


Entonces, si llegamos a coincidir en cuanto a modificar el orden y a darle preeminencia a la 
familia seleccionada del Registro Único de Aspirantes frente a la familia de acogida, evidentemente 
tenemos que alterar también el orden de la redacción en este inciso. Por tanto, esta redacción está 
supeditada a la decisión que adoptemos sobre el artículo 132.1. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro que ese tema va a quedar en suspenso. 


SEÑOR SOLARI.- Este párrafo tiene su origen en un análisis que hicimos en el grupo de trabajo con 
respecto a cómo se resolvía la situación en la cual transcurren los plazos y no hay decisión judicial, que 
es algo muy común hasta este momento. En ese momento se propuso elaborar un mecanismo que 
sirviera de salida administrativa y jurídica para el caso de que transcurran los plazos de las medidas 
cautelares y el Juez no adopte decisión, a los efectos de cumplir con los objetivos de brindar certezas y 
acortar los plazos. Concretamente, la idea es que si transcurren los plazos y el Juez no toma decisión, 
exista un mecanismo por el cual el INAU esté obligado a proponer una salida y el Juez tenga 72 horas 
para decidir al respecto. De acuerdo con esta propuesta, si el Juez no decide en ese plazo, tiene que 
homologarla. Esa es la génesis de este mecanismo, que es un poco sui géneris. 


De manera que me gustaría escuchar nuevamente la propuesta de APAU, porque me da la 
impresión de que no tiene esa contundencia, sino que simplemente establece que el INAU podrá, si lo 
considera adecuado, proponer una salida. Creo que ese no es el espíritu; lo que se plantea es que si 
se terminó el plazo, hay que jugarse. Las medidas cautelares no pueden durar indefinidamente. No 


vamos a terminar necesariamente en una inserción con la familia biológica o de crianza, ni tampoco se 
va a concretar la integración en una familia adoptiva, si es que las cosas están transcurriendo bien. La 
idea es terminar con la situación provisional, que es, por definición, la familia de acogida y la 
institucionalización en un hogar colectivo. Me parece que el párrafo no está expresado con la suficiente 
claridad; por eso tengo alguna reserva con respecto a la propuesta de APAU, si es que la interpreté 
correctamente, porque quizás la escuché mal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a lo que el señor Senador Solari estaba expresando, estoy de 
acuerdo con la necesidad de establecer un momento preciso para la toma de decisiones, como recién 
lo hicimos con el tema de los plazos. Pero en este caso hay tres instancias en las que se especifica 
esto en beneficio de los plazos, de la adopción del niño, etcétera. En concreto, la norma dice que de 
producirse el vencimiento de los plazos, el INAU realizará una propuesta de inmediato; más adelante 
establece que el Juez deberá adoptar decisión dentro de las setenta y dos horas, y finalmente dice que 
si vencido ese plazo no se hubiera adoptado resolución, el Juez homologará la propuesta presentada 
por el INAU. Es decir que hay tres instancias que son realmente precisas y son consistentes con el 
objetivo del proyecto. 


SEÑORA MOREIRA.- Entonces, transcurridas las 72 horas de no haberse adoptado resolución, ¿el 
Juez homologará la propuesta del INAU, tal como propone el señor Senador Solari? En esta última 
parte estamos de acuerdo; solo hay una diferencia en la redacción del penúltimo inciso, que expresa: 
“De producirse el vencimiento de los plazos legales de cuarenta y cinco o noventa días, según 
correspondiera, sin que existiere pronunciamiento judicial, el INAU propondrá de inmediato la 
desinstitucionalización o el egreso del niño”, con la diferencia de adónde va, dependiendo de la 
posición que tomemos con relación al artículo 132.1. Es cierto que la propuesta de la APAU es más 
compleja, ya que expresa: “si el INAU entendiere que lo que corresponde es la inmediata”. De 
cualquier manera, como ese segundo párrafo nos remite al orden preferencial, todavía no lo podemos 
poner a votación. Me parece que en el resto de la redacción estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, se posterga la votación de este 
artículo para la próxima sesión, teniendo en cuenta los acuerdos a que llegamos en cuanto a la 
extensión de plazos y a la perentoriedad de las decisiones del INAU y del Juez. 


En consideración el artículo 132.3, relativo a la resolución final. 


El señor Senador Da Rosa propone adjudicar literales a cada una de las opciones que se 
mencionan en el segundo inciso, quedando entonces: “La condición de adoptabilidad de un niño o 
adolescente se verifica en los siguientes casos: a) en caso de existir ruptura o grave deterioro de los 
vínculos afectivos; b) de que estos no se hubiesen desarrollado con sus progenitores u otros miembros 
de la familia de origen que eventualmente se hubieran encargado o puedan encargarse de su cuidado; 
C) por hallarse expuesta su salud física, emocional, mental o espiritual; d) por encontrarse en riesgo de 
vulneración de sus derechos y siempre que se considere posible el establecimiento de nuevos vínculos 
afectivos adecuados a su situación, logrando su protección integral”. 


SEÑOR DA ROSA.- Esta propuesta tiene el propósito de ordenar o clarificar el contenido del artículo, 
que nos parece muy importante. Acá se están definiendo las condiciones o circunstancias en las que 
se produce la adoptabilidad del niño o adolescente. Entonces, me parece que hay que delimitar muy 
bien las condiciones ya que ello aporta mayor claridad al contenido del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador, por eso recogimos su propuesta. 


SEÑORA MOREIRA.- La APAU propone agregar un inciso que corresponde, a su vez, a la propuesta 
que nos trasmitió el INAU cuando compareció. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, pero habíamos resuelto que como se trata de un caso especial, 
queríamos incluirlo en un artículo diferente. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera hacer un pequeño aporte que no recuerdo exactamente de dónde 
proviene. Lo cierto es que me recomendaron que en el primer inciso agregáramos que en la resolución 
final el Magistrado resolverá, en forma debidamente fundada, ratificar o rectificar las medidas 
cautelares. 


Parece excesivo decirle al Juez que debe fundar sus sentencias, pero quienes me asesoraron 
dijeron que no estaba de más incluirlo. Quizás el señor Senador Da Rosa, que tiene formación jurídica, 
podría ayudarnos en este punto; en todo caso, personalmente estoy a lo que él decida. 


SEÑOR DA ROSA.- Pienso que el hecho de señalarlo expresamente otorga mayor contundencia y 
claridad al texto; además, en la medida en que se establece que debe ser en forma fundada, queda 
eliminada la posibilidad de que se adopten decisiones simplemente con una frase. De esta manera se 
trata de evitar ciertas prácticas muy comunes que a veces terminan generalizándose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En suma, la Mesa consulta al señor Senador Solari acerca de cómo quedaría 
redactado el primer inciso del artículo. 


SEÑOR SOLARI.- La modificación es muy simple: inmediatamente después de “el Magistrado 
resolverá”, habría que agregar, entre comas, la expresión: “en forma debidamente fundada”. De 
manera que el texto diría: “En la resolución final el Magistrado resolverá, en forma debidamente 
fundada, ratificar o rectificar las medidas cautelares dispuestas al inicio del proceso, dando por 
concluido el mismo y expidiendo el correspondiente testimonio.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
A continuación corresponde considerar la propuesta de inciso que realizara el INAU. 


SEÑOR SOLARI.- Desde el punto de vista conceptual, la propuesta -que, según creo, fue realizada por 
el abogado del INAU, doctor Mazzarini- se basa en contemplar lo que ocurre cuando al final de las 
medidas cautelares y luego de haberse dispuesto el destino del menor -es decir, junto a su familia de 
origen o, en su defecto, institucionalizado- las hipótesis básicas de esa decisión cambian, lo que hace 
necesario habilitar un reinicio del procedimiento. Es en función de ello que hemos elaborado una 
propuesta de artículo. 


SEÑORA MOREIRA.- Yo tengo la redacción del INAU que también adoptó APAU. El texto sería el 
siguiente: “Si el Juez hubiese dispuesto la institucionalización propiamente dicha o la permanencia en 
el programa de acogimiento familiar, el INAU podrá solicitar al Juez competente la condición de 
adoptabilidad toda vez que los fundamentos de aquella hubieran variado y colocado al niño 
nuevamente en una situación de desvinculación familiar. Este procedimiento se diligenciará por el 
procedimiento previsto en el artículo 132.1 como medida cautelar en lo que fuera pertinente y en los 
plazos previstos en el artículo 132.2”. 


El texto que nos llega de APAU propone agregar el mismo inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Es exactamente como lo presentó el señor Mazzarini, en ocasión en que 
concurrió a la Comisión. 


SEÑOR SOLARI.- Dado que este texto está muy vinculado con el 132.3, propongo que a este artículo 
que previamente le habíamos dado el número 132.6, le pusiéramos el número 132.4 y correr los 
siguientes. De esa forma, al relativo a la prohibición de la entrega de guarda, le pondríamos 132.5 y el 


que actualmente figura con ese número tendríamos que ponerle 132.6. Me parece que eso ayudaría a 
entender más claramente por qué esa disposición está allí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese era el lugar que habíamos elegido porque el INAU lo ubicaba como último 
inciso del artículo anterior. 


De manera que el que acabamos de leer quedaría como 132.4. 
Se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ahora tendríamos que considerar el artículo que pasó a ser el 132.5, que es un simple inciso 
que dice: “Prohíbese la entrega de guarda o la tenencia con fines de adopción mediante escritura 
pública o documento privado.” 


(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasaríamos a considerar el artículo 132.6 en la nueva numeración. 


SEÑOR SOLAR!I.- Este es un artículo bastante complejo, como bien dice el señor Senador Da Rosa, y 
por conversaciones que hemos tenido, estamos en cierta sintonía respecto a la forma de solucionarlo. 
Creo que a este artículo -sin cuestionar el Registro Único de Adoptantes ni la potestad del INAU en 
construirlo, seleccionando las familias más adecuadas para adoptar- dentro de ese espíritu general, 
habría que dotarlo de un poco más de flexibilidad a fin de que no se convierta en un mecanismo en que 
el INAU propone, el Juez rechaza, el INAU propone nuevamente y el Juez puede aceptar o no; si el 
Juez no acepta, tiene que ser por razón fundada pero el INAU puede apelar. En este caso, creo que 
estas medidas cautelares -no digo en la parte preparatoria sino en la fase resolutiva- pueden 
eternizarse. 


Entonces, tengo una propuesta para discutir que consiste en que el INAU, ante la solicitud del 
Juez, proponga una terna del Registro Único de Adoptantes, que pueden ser tres familias, tres 
personas, o una familia y dos personas distintas. El Juez tendrá que elegir al que, en su opinión y de 
acuerdo a los informes técnicos, sea el más adecuado para ese niño. No puede salirse de esa 
propuesta y el INAU tampoco puede apelar, y ahí termina el proceso cautelar. Esa es, concretamente la 
propuesta que traje que dice así: “En los casos en que el Juez disponga la inserción familiar de un 
niño, niña o adolescente, sea esta la provisoria dentro del marco de los artículos 132.1 a 132.4 o 
dentro del proceso de separación definitiva del artículo 133 y siguientes, el INAU propondrá al 
Magistrado no menos de tres familias o personas en las que pueda insertarse al niño, niña o 
adolescente. El Juez escuchará al niño, niña o adolescente, dentro del principio de la autonomía 
progresiva de la capacidad, de ser necesario se asesorará con los equipos técnicos a disposición del 
Poder Judicial, y previa vista fiscal decidirá la inserción en una de las familias propuestas por el INAU. 
Esta resolución será inapelable. 


Toda forma de selección de la familia adoptante que no cumpla con lo dispuesto en el inciso 
anterior será nula. 


En caso de existir hermanos en igual condición deberá propenderse a su integración familiar 
en forma conjunta”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos la propuesta del señor Senador Solari a estudio, pero adelanto que 
no la voy a acompañar por varias razones. En primer lugar, cambia muchos fundamentos del proyecto 
de ley que fue muy trabajado en la Cámara de Representantes. Creemos que para hacer un cambio de 
esta naturaleza se tendría que realizar con una coordinación muy fuerte que hoy no tenemos. 


En segundo término, creemos que es complicado proponer al Juez ternas porque, además, en 
la propuesta se establece “no menos de tres familias”. De todas maneras, aunque se tratara solo de 
una terna, deberá actuar otro equipo técnico que definirá sobre tres familias y como consecuencia, 
aparecerá la competencia entre los equipos. No creemos que esto sea conveniente y, por tal razón, no 
voy a acompañar esta propuesta que ya la había insinuado el señor Senador Solari en la sesión 
anterior. 


SEÑOR DA ROSA.- Estuve mirando este artículo, sobre todo teniendo en cuenta los aportes 
realizados por la Suprema Corte de Justicia, la exposición del doctor Ramírez y de la doctora Carozzi. 
Es un artículo, evidentemente, complicado, porque estamos en el límite entre lo que es la decisión 
administrativa y la jurisdiccional. Debemos tener en cuenta la preeminencia de las decisiones y las 
consecuencias que cada una de ellas generan desde el punto de vista jurídico. El hecho de mantener 
el criterio de que se deberá tener en cuenta preceptivamente la selección de la familia realizada por el 
INAU, nos lleva a un problema que fue explicado claramente por el doctor Ramírez en cuanto a que 
esa resolución adoptada por el INAU termina siendo una decisión administrativa. 


Y, además, en la realidad de los hechos deja poco margen para impugnaciones posteriores. 
¿Por qué? Porque todos saben que impugnar una resolución administrativa implica tres o cuatro años 
en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por tanto, la situación de quien quiere impugnar se 
vuelve prácticamente inviable. 


En segundo término, debe reservarse la preeminencia del Juez. No desconozco la importancia 
del papel del INAU en lo que tiene que ver con la selección de las familias, por lo que busco una 
solución más bien intermedia respetando, por las razones que expuso el doctor Ramírez, la jerarquía 
del Juez. No es lo mismo una decisión en esta materia adoptada por un funcionario administrativo que 
la asumida por un Juez, quien está dotado de una gran cantidad de garantías desde el punto de vista 
procesal. El Juez está sometido a determinadas reglas, por ejemplo, no puede juzgar situaciones en 
las que esté en juego el interés de familiares o amigos. En fin, hay una gran cantidad de normas desde 
el punto de vista procesal que claramente delimitan la discrecionalidad del Juez, y eso mismo hace que 
deba ser él quien tenga que tomar la decisión en esta materia. 


Lo otro nos lleva a una situación en donde no siempre un funcionario administrativo está 
rodeado de las garantías procesales correspondientes porque no está sometido a las mismas 
limitaciones que un Juez. Entonces, corremos el riesgo de que se adopten decisiones que no ofrezcan, 
por lo menos, las garantías adecuadas. 


He estado trabajando en una propuesta que tiene algunos matices respecto a la idea del 
señor Senador Solari. Dice lo siguiente: “En los casos en que el Juez disponga la inserción familiar de 
un niño, niña o adolescente, sea esta la provisoria dentro del marco del proceso de los artículos 132.1 
a 132.3 o dentro del proceso de separación definitiva del artículo 133, el proceso de selección de la 
familia será impulsado por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), quien proporcionará 
al Juez la lista de familiares adoptantes, con la recomendación”, no es una decisión administrativa 
preceptiva, sino una recomendación, “de una candidatura dentro de esa lista y sus fundamentos e 
información abreviada sobre los demás postulantes no recomendados”; porque los demás no son 
recomendados. 


Y sigue diciendo esta propuesta: “El Juez en conocimiento de la recomendación e información 
proporcionada por el INAU, tomará resolución previa vista a los interesados por el término de tres días 
y de los informes técnicos del Poder Judicial: Instituto Técnico Forense y equipos técnicos de los 
Juzgados de Familia con competencia especializada, y con dictamen del Ministerio Público. 


En caso de no ser tomada en cuenta por el Juez la recomendación hecha por el INAU, este 
podrá apelar sin efecto suspensivo”. O sea que el trámite no se paraliza. Es decir, hay pendiente una 
apelación pero no se paraliza el trámite. ¿Para qué? Para evitar la chicana o la demora en la resolución 
del tema por parte de los involucrados, una vez que el Juez tomó una decisión. 


Y sigue diciendo: “Los demás interesados también podrán apelar pero sin efecto suspensivo”. 
Entonces, el INAU o los demás interesados, como involucrados en un proceso, pueden apelar, 
situación que es obvia desde el punto de vista procesal frente a una decisión de un Juez. 


Ahora bien, le agregamos que la apelación “no tenga efecto suspensivo”. Las apelaciones 
pueden ser con efecto suspensivo -en cuyo caso, paraliza el trámite hasta que se tome resolución- o 
sin él y, entonces, el trámite sigue hasta que se decida o resuelva. 


Esa era la idea que quería trasmitir, fundamentalmente para tratar de salvaguardar la 
preeminencia del Juez en todo este proceso y evitar la situación de que, frente a una decisión 
administrativa -porque, obviamente, el INAU puede tomar una decisión en el plano administrativo- se 
vuelva demasiado difícil, larga y extensa o casi teórica la posibilidad de impugnación. 


Dejo la propuesta a consideración de los señores Senadores. 


SEÑORA MOREIRA.- Creo que este es uno de los artículos más controvertidos del proyecto de ley, 
por lo que propongo dejarlo para el final y tomar las propuestas de los señores Senadores Da Rosa -de 
la versión taquigráfica o de lo que nos alcance por escrito- y Solari para elevarlas a consideración del 
INAU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso hay dos temas a considerar: en el inciso primero, cuando se 
presenta la selección de la familia por parte del Instituto; y, en el último inciso, la cuestión de la 
apelación. 


En su momento consultamos al INAU a ese respecto y nos contestó que, en principio, no le 
parecía conveniente suprimir ese inciso aunque nos decía que, de todas maneras, el Instituto tenía la 
capacidad de apelar una decisión de ese tipo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 68 del 
Código de la Niñez y la Adolescencia y el artículo 248 del Código General del Proceso. Decía algo así 
como que lo que abunda no daña, pero que tenía esa posibilidad. 


Observando los otros artículos, vemos que en el 133.2 (Integración familiar de niños, niñas o 
adolescentes en tenencia o guarda con fines de adopción) de la Ley N* 18.590 -al que no le estamos 
introduciendo ninguna modificación- existe la misma posibilidad, pues se dice: “El Directorio del INAU 
tendrá legitimación activa para apelar la sentencia que no contemple la sugerencia de su equipo 
técnico”. Seguidamente, agrega: “Toda forma de selección de familia adoptante que no cumpla con lo 
dispuesto en el inciso anterior será nula”. 


Ahora bien, son casos distintos, porque se habla de la adopción y acá estamos en otra 
instancia del proceso, en que la apelación tiene otros alcances que no son los mismos que cuando se 
está resolviendo la adopción del menor. Me indicaban, además, que en estas instancias el INAU no 
siempre es parte en el proceso, o sea que hay algunos aspectos por los cuales podríamos pensar que 
el tema de la apelación puede, por lo menos, flexibilizarse. En realidad venía dispuesto a discutir ese 
tema; el otro me parece que tiene una complicación mayor porque estamos cambiando parámetros de 
decisión, no es lo mismo cuando se arma una sola decisión que cuando se trata de un espectro de 
decisiones. Ahora se me complica un poco la decisión porque para con el otro tema tenía otra 
disposición. 


SEÑOR SOLARI.- Simplemente quería decir que no veo mayor inconveniente en adoptar la propuesta 
del señor Senador Da Rosa porque va en el mismo sentido de intentar ayudar a flexibilizar un poco un 
sistema que siendo demasiado rígido y dadas las estructuras que tenemos, después se transforma en 
un proceso interminable. Lo único que pediría es que él adicionara a su propuesta el hecho de que el 
niño, niña o adolescente sea escuchado en el marco o dentro del principio de la autonomía progresiva. 


Eso es algo que ha pedido, por ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos y nos parece que 
ayudaría. No tendría inconveniente en acompañar esa propuesta porque creo que flexibilizar en ese 
sentido es buena cosa. 


Por otro lado, quiero agregar que a la hora 17 debo retirarme porque tengo una audiencia. 


SEÑOR DA ROSA.- A los efectos de dejar bien claro el sentido del planteo, cabe acotar que lo que se 
busca es no quitarle al INAU el papel rector que debe cumplir a los efectos de la debida información al 
Juez para que tome resolución. Lo que sucede es que en lugar de tomar el INAU una resolución en el 
plano administrativo, simplemente se pretende que haga una recomendación. Se trata de un informe al 
Juez que diga: “Recomiendo a tal familia por tales razones y no recomiendo a tales otras”, en forma 
abreviada -como se dice allí- a los efectos de explicar las razones por las que considera que no son 
adecuadas. Luego, la decisión final debe tomarla el Juez, con los correspondientes informes técnicos, 
tal como dice el resto del articulado. 


Creo que ahí está la diferencia, el matiz; se le quita entidad a la resolución del INAU, que pasa 
a ser una recomendación para asesorar al Juez, que es quien toma la decisión. Naturalmente es una 
cuestión que debemos discutir y analizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, tomamos la iniciativa de la señora Senadora Moreira en el 
sentido de considerar la propuesta del señor Senador Da Rosa, que también recibió el apoyo del señor 
Senador Solari. 


Antes de que se retire el señor Senador Solari, me gustaría decir que en el artículo 3% se 
vuelven a plantear sustituciones de artículos de la Ley N* 18.590. Creo que sobre el artículo 133 
(Separación definitiva) no habría grandes inconvenientes -personalmente, no tengo ninguno- y sobre el 
133.1 quería preguntarle... 


SEÑOR SOLAR!I.- Antes, debemos considerar algunos aspectos del artículo 132.6. 


Si no me equivoco, en lo que refiere a la sede, habría que hacer algunas modificaciones a 
este artículo. El Poder Judicial fue muy enfático en afirmar que la ley no podía dejar abiertos conflictos 
de competencia y que, por lo tanto, habría que determinar una sola sede, que sería la del domicilio del 
niño. 


En este momento no tengo claro qué redacción podríamos dar a esta disposición, pero creo 
que hay que considerar el tema. 


A su vez, habría que tener en cuenta dos aspectos más. Uno es el de la patria potestad. En el 
artículo 132.6 se dice que se dispondrá la pérdida de la patria potestad, pero no se dice quién asume 
esa responsabilidad. Este es el final de las medidas cautelares y luego viene el juicio de la separación 
definitiva. 


SEÑORA MOREIRA.- No existe un artículo 132.6, sino una propuesta. 

SEÑOR SOLARI.- Sí, efectivamente, hay un artículo 132.5 que cambiaría de número. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Lo relativo a la pérdida de la patria potestad figura en el artículo 139. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Así se hace. Es la hora 17 y 3 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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